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Cualquiera que sean las virtudes y defectos de los Acuerdos de 3 de 
enero de 1979 entre la Santa Sede y el Gobierno español, una cosa me 
parece clara: tienden a regular la situación de la Iglesia en España den-
tro del contexto de una sociedad democrática -tal como la democracia 
se entiende en nuestra época-, según las características sociológicas 
de nuestro país. En este sentido, las instituciones docentes de la Igle-
sia plantean la legitimidad de su actividad presentándose como ejer-
cicio de la libertad de enseñanza en concordancia con el derecho de 
libertad religiosa. 
Siendo esto así y aunque a primera vista parezca que sea salirse 
de un comentario a los Acuerdos, entiendo que la comprensión de 
estos en punto a la libertad de enseñanza ha de comenzar por intentar 
un análisis de la libertad de enseñanza en una sociedad democrática. 
Esta y no otra es la finalidad de estas páginas. 
1. Aunque parezca innecesario por obvio, quizás no sea inoportu-
no comenzar recordando cuál sea la idea central que configura la de-
mocracia moderna: volver una y otra vez a los principios fundamen-
tales es -en definitiva- la sana y prudente regla del buen gobierno 
que recogió la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia. 
La democracia en sentido actual-el que aparece en el siglo XVIII-
es, ciertamente, una forma de gobierno en la que el pueblo designa a 
sus gobernantes; pero es también -y principalmente- un régimen 
de libertad. Sin libertades personales y, de modo fundamental, sin la 
libertad de ser persona -en el sentido propio de esta palabra- no se 
reconoce que haya democracia, aunque haya votaciones. Y, en efecto, 
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sólo por votar no se es persona, ni las elecciones pueden considerarse 
por sí mismas la democracia; ambas cosas son instrumentos para la 
libertad y para la democracia, mas no son la democracia ni la libertad. 
Un pueblo manipulado, unos ciudadanos masificados, por mucho 
que participasen en asambleas y votaciones no . formarían un pueblo 
libre, ni serían ciudadanos que viviesen en libertad. Serían en realidad 
marionetas del grupo manipulador, que convertiría el régimen político 
en una dictadura oligárquica, aunque tuviese la máscara de una de-
mocracia. 
Por eso es regla elemental de una verdadera democracia el respeto 
a la libertad de pensamiento filosófico, científico y cultural y, con 
ella, la libertad de comunicación, de palabra. No sin razón, las Nacio-
nes Unidas acogieron como piezas claves de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos las cuatro libertades con cuyo enunciado Roosevelt 
resumió el ideario de los aliados en su lucha contra el totalitarismo: la 
libertad de palabra y de expresión, la libertad religiosa, la libertad de 
vivir sin miedo y la libertad de vivir a cubierto de la necesidad. Algunas 
de estas libertades, es cierto, pueden ser entendidas de un modo que 
entiendo incorrecto, como es el caso de la filosofía liberal. Pero pienso 
que tienen también un modo correcto de entenderse y aplicarse. 
He aquÍ lo que a mi juicio es un principio fundamental: no hay 
sociedad libre si la cultura y su transmisión están en manos del poder. 
Si el Estado se convierte en el sujeto de la cultura y en sus manos está 
el medio de su transmisión, que es la enseñanza, no es' posible el hom-
bre libre. Para construir una sociedad verdaderamente libre es indis-
pensable que la ciencia y la cultura estén en manos de la propia socie-
dad. Esto es lo que, en su radicalidad, quieren decir las libertades 
sobre el pensamiento filosófico, científico y cultural, la libertad de 
las conciencias y la libertad religiosa. Los sistemas culturales, la cien-
cia, la decisión de vivir según conciencia, el culto a Dios pertenecen a 
la persona, no al Estado, porque son aspectos de un derecho que está 
en la raíz de todos ellos: el derecho a ser persona. 
Que tales libertades las tiene como propias la persona humana, lo 
muestra el hecho fundamental de que el Estado no es el sujeto de la 
cultura -del pensamiento-, de la conciencia moral, ni del acto ra-
dical de adhesión del hombre a Dios. Es el hombre, personalmente, su 
sujeto: quien piensa, quien tiene conciencia, quien primeramente está 
relacionado con Dios. Del hombre vienen y al hombre van. De la cul-
tura, de la moralidad, de la religión el Estado no es agente, sino recep-
tor. El Estado es también auxiliador, pero ayudando a la libertad, no 
sustituyéndola. De lo contrario, los términos se invierten: el Estado 
es agente y el hombre es receptor; entonces la libertad ha sido segada 
de raíz y la personalidad del hombre se esfuma. 
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La libertad de pensamiento filosófico y científico, de las concien~ 
cias y religiosa, la libertad cultural en una palabra, tampoco son -po-
líticamente hablando- libertades residuales. Se las concibe como li-
bertades residuales cuando se entienden como meras ausencias de 
coacción, en cuya virtud el Estado no coaccionaría a quienes no si-
guiesen la cultura y las concepciones ofrecidas desde las estructuras 
oficiales. No veo que esto sea libertad, sino simple tolerancia. 
Para una sociedad libre es necesario que la cultura y su trans-
misión estén en posesión de la sociedad y no del Estado. En el caso 
de las libertades a que nos referimos, derecho o libertad significa que 
el sujeto de esos bienes -y por consiguiente de su transmisión- no 
es el Estado, sino la persona. Significa que el sistema de ideas, de 
cultura, de ciencia y de moralidad pertenecen a la persona y a su libre 
desarrollo. No hay peor encadenamiento de la persona y de la sociedad 
-a lo que se me alcanza- que el dirigismo cultural, o sea atribuir al 
Estado la función de dirigir la cultura y su transmisión. 
2. La ilación entre las libertades nucleares enunciadas y la liber-
tad de enseñanza es clara. Enseñar y educar no es otra cosa que . trans-
mitir el sistema de ideas, de cultura, de ciencia, de moralidad y de 
religión. Por consiguiente, las libertades de cultura, de las conciencias 
y religiosa quedan gravemente cercenadas -y reducidas a la triste 
condición de libertades residuales- sin verdadera libertad de ense-
ñanza, lo que quiere decir que la enseñanza debe estar en manos de 
la sociedad, o sea, de los ciudadanos. Conclusión que me parece evi-
dente: si el sujeto de la cultura, de la moralidad y de la religión es 
el hombre y no el Estado, el sujeto y agente de la enseñanza es la per-
sona, no el Estado. La transformación del Estado en sujeto y agente 
de la enseñanza, tanto cercenará la libertad cuanto suponga hacerse 
sujeto y agente primero y principal de la cultura. 
La libertad de enseñanza no es, pues, un tema más o menos impor-
tante, sino un punto capital de la construcción y organización de una 
sociedad libre y de la estructuración política de una democracia en 
sentido moderno, es decir, de un régimen democrático de la libertad. 
y advierto, para evitar equívocos, que esto no significa el desarme 
ideológico del Estado, punto importante en el que no puedo detenerme 
ahora; significa sencillamente que las ideas no van del Estado a la 
sociedad, sino de la sociedad al Estado. Y a eso se le llama sociedad 
libre. 
Hay quienes piensan que la democracia postula un Estado neutro, 
idea que a mi entender falsifica la democracia, porque contradice la 
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esencia misma de la democracia. Estado neutro en efecto, o equivale 
a Estado vacío de cultura y de moral, o equivale -y es lo que más 
frecuentemente ocurre- a Estado relativista y agnóstico, esto es, con-
fesionalmente laico. Si de lo primero se trata, quiere decir que se ha 
roto una pieza básica del sistema democrático: el paso de las opcio-
nes y corrientes sociales a las estructuras de gobierno. Lo que carac-
teriza la democracia es que las instancias ideológicas se generan en 
el pueblo y de ahí moldean las instituciones públicas, el gobierno y 
el Estado. Un Estado democrático no puede ser un Estado vacío -neu-
tro-, salvo cuando de una sociedad vacía de ideas se tratase. Sólo 
rompiendo los cauces de trasvase de las instancias ideológicas -de 
las concepciones filosóficas, culturales, éticas- entre sociedad y Es-
tado, puede éste quedarse vacío; pero esta ruptura equivale a romper 
un factor básico de la democracia. 
A su vez, un Estado neutro, en el sentido de laico -aparte de no 
ser neutro sino confesional, de confesionalidad laica- sólo tiene sen-
tido en una democracia si el pueblo es, en su mayoría políticamente 
decisoria, laico. Pero en una sociedad minoritariamente laica o no 
socialmente laica, es claro que el Estado sólo será laico por una vía 
no democrática, pues es evidente que, en tal supuesto, no habría corre-
lación ideológica entre Estado y sociedad, que es lo esencial de la de-
mocracia; luego la laicidad habrá debido de imponerse por una vía 
no democrática (oligárquica; por una oligarquía intelectual). La pie-
za de la neutralidad del Estado -en el sentido de laicismo- entendida 
como rasgo impuesto a su constitución es una pieza limitadora de la 
democracia, por cuanto rompe la ósmosis ideológica que debe existir 
entre sociedad y Estado. Lo democrático es que el Estado sea reflejo 
de la sociedad. Si la sociedad no es laicista ¿ cómo en una democracia 
el Estado puede serlo? 
La verdadera estructura democrática -en mi opinión- rechaza 
la neutralidad laicista del Estado; éste no debe estar constituido 
-cuando tiene la forma democrática- ni en neutral-laico ni bajo 
cualquier otra forma de «confesionalidad» cultural, moral o religiosa 
que impida la correlación Estado-Sociedad 1. Lo que pide la democra~ 
cia es el Estado posibilitador de la libertad y el Estado abierto a la 
realidad social. Y esto es tanto más necesario en una sociedad plural, 
donde cabe que accedan al poder distintos grupos ideológicos. Hay 
1. El subrayado me parece importante. Una confesionalidad que fuese expre-
sión de la correlación entre Estado y Sociedad sería perfectamente compatible 
con la democracia, lo antidemocrático es que la confesionalidad impida dicha 
correlación. 
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quien piensa que la pluralidad social significa un Estado conformado 
de acuerdo con una especie de sincretismo medio. Pero por mi parte 
me permito disentir, pues creo que esto no es lo democrático, ya que la 
democracia es una forma de organización del Estado en la que la sa-
ciedad se desarrolla libre y plenamente; por ello lo democrático es 
que su organización permita el acceso al poder de las corrientes ma-
yoritarias, las cuales desarrollen su programa de gobierno tanto más 
plenamente cuanto más mayoritarias sean, siempre respetando la li-
bertad de las minorías. Si algo pide la democracia es la autenticidad 
del gobierno --es el pueblo el que se manifiesta auténticamente a 
través del gobierno libremente elegido-, siendo esto imposible si éste 
se viese obligado por una pieza constitucional sincretizadora a susti-
tuir su ideario por un gelatinoso sincretismo. 
Tres son, pues, las piezas fundamentales de la democracia: a) el 
Estado abierto; b) la posibilidad de acceso al poder de distintas op-
ciones y corrientes; c) la libertad de mayorías y minorías. Y todo ello 
postula lo antes dicho: que las ideas no vayan -primariamente- del 
Estado a la sociedad, sino de la sociedad al Estado. De ahí la impor-
tancia capital de las libertades en el pensamiento, de las conciencias 
y religiosa. Es una exigencia de autenticidad democrática. Y como 
corolario, la importancia capital de la libertad de enseñanza; es tam-
bién exigencia de autenticidad democrática. 
Sin libertad de enseñanza no hay libertad de pensamiento y de 
conciencia; hay, en cambio, dirigismo cultural, pretensión de imponer 
desde el Estado una determinada concepción del mundo, del hombre 
y de la sociedad. Sin libertad de enseñanza no hay verdadera democra-
cia ni sociedad libre. En todo caso habrá votaciones y asambleas, pero 
no libertad. 
3. La libertad de enseñanza -decía- está al servicio de la liber-
tad de concepciones culturales y de las conciencias, es su corolario 
necesario. Por lo tanto, carece de sentido, o más bien constituye un 
atentado frontal a esas libertades, no garantizar y sobre todo imponer 
una regulación de la iniciativa ciudadana que yugule, dificulte o haga 
muy difícil el mantenimiento de las convicciones filosóficas, morales 
y religiosas que constituyen el ideario de la escuela y lo que, frecuen-
temente, ha motivado su creación. En tales supuestos, no hay respeto 
a la libertad de enseñanza, como no lo hay a las libertades de pensa-
miento y de conciencia. Quienes crean un centro de enseñanza han 
de tener en sus manos los resortes de su dirección. 
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Nada de lo dicho debe interpretarse en el sentido de que el Estado 
deba desentenderse de la enseñanza y de la educación. Conlleva, sin 
embargo, que el Estado asuma su propio papel sin invadir el de la 
sociedad. Y este papel del Estado es el mismo que el que tiene respecto 
de los derechos humanos y de las demás libertades: el Estado debe 
reconocer, garantizar y regular el ejercicio de la libertad de enseñanza. 
Ante todo, reconocerla, y esto se hace, como paso imprescindible, 
asumiéndola como base de toda la legislación educativa y como prin-
cipio fundamental del gobierno en materia de enseñanza. Ciertamente 
el Estado puede, y debe, asumir metas y objetivos concretos en el 
campo de la enseñanza, sin limitarse sólo a reconocer la libertad: pue-
de ordenar esta materia, puede -y debe- ponerla al alcance de todos, 
pero todo ello ha de hacerse en función y en servicio de la libertad 
de enseñanza. 
En segundo lugar, garantizándola, o dicho de otro modo, posibi-
litando su ejercicio. Y es aquí donde entra, en las circunstancias actua-
les, la necesaria ayuda del Estado a los ciudadanos, lo cual supone 
no limitarse a reconocer la libertad de enseñanza como una libertad 
meramente formal, sino, sobre todo, como una libertad real. 
4. Es en este punto donde quisiera hacer unas pocas observacio-
nes para precisar, con brevedad pero con la necesaria claridad, mi 
pensamiento. 
Tengo la impresión de que el pensamiento político actual se ha 
encerrado -en su concepción del Estado y de sus funciones- en una 
vía muerta y que la práctica política, de consuno con la filosofía so-
cial, está dando muestras de una notable falta de imaginación y de 
inventiva. Me parece que ambos, pese a los deseos de modernizar sus 
concepciones y sus opciones, son epígonos de una dialéctica histórica, 
inaugurada en el siglo XVIII y hoy estéril y caduca: o individualismo 
o colectivismo. O iniciativa privada o iniciativa estatal. 
El individualismo -por otro nombre el liberalismo originario-
contempla la sociedad como la coexistencia más o menos pacífica de 
ámbitos individuales que buscan su · propio interés. En palabras de los 
filósofos liberales de mayor renombre, ámbitos individuales que bus-
can su propia felicidad. Se escinde así la actividad humana en dos 
grandes esferas de intereses, cuyos titulares son distintos: el interés 
personal o ámbito privado, cuyo titular y responsable es la persona; 
y el interés general o ámbito público, cuyo único titular y responsable 
sería el Estado. Desde esta perspectiva, la iniciativa privada es vista 
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como una actividad directamente ordenada al bien particular, teñida 
de egocentrismo, aunque, al menos en ciertos aspectos, se trate de un 
egocentrismo noble, necesario y bueno. ¿ Quién negará nobleza y bon-
dad al afán del padre de familia por sacar adelante a sus hijos? Claro 
que, en ocasiones, se tratará de ese egoísmo que convierte al hombre 
en lobo para el hombre, o al menos en el hombre que se niega a ser 
guardián de su hermano. 
Es bien sabido, además, que, para estos modos de entender la so-
ciedad como coexistencia de individualismos, el Estado queda redu-
cido a la flaca condición de Estado-guardián o Estado-gendarme; si 
acaso, se admitirá un proteccionismo defensivo de los particulares, 
que en nada palia la radical insolidaridad con que es entendida --con 
una visión deformadora- la iniciativa privada. 
La alternativa colectivista, que históricamente nació casi simultá-
neamente con la que acabamos de exponer, bajo el nombre de socia-
lismo, parte de la misma escisión entre el interés personal o ámbito 
privado y el interés general o ámbito público. Llega, en cambio, a la 
solución opuesta. Pues la acción del individuo es insolidaria -vie-
nen a decir- el ámbito público, cuyo titular y responsable es el Es-
tado, debe absorber totalmente al individuo, reducido a ser una mera 
parte del todo social. Uno de los primeros colectivistas, Morelly, an-
terior incluso a los que Marx llamó socialistas utópicos, escribía en 
1755 que el interés particular y, en consecuencia, la propiedad privada 
eran una peste universal, fuentes de todos los vicios y de todos los 
males. Según su proyecto, que él presentaba como ley fundamental y 
sagrada de la naturaleza, todo ciudadano debía ser hombre público, 
sostenido, mantenido y ocupado a expensas del Estado. Para el colec-
tivismo, el Estado es un Estado absorbente. 
Individualismo o colectivismo; Estado-gendarme o Estado-absor-
bente: he aquí una dialéctica en la que la gran víctima es la libre ac-
ción ciudadana en beneficio del interés general o bien común. Incom-
prendida y adulterada en la visión individualista; incomprendida y 
suprimida en la concepción colectivista. 
El encerramiento en esta dialéctica es aquella falta de imaginación 
política a la que antes me he referido. A mi parecer, lo que postula 
nuestro tiempo es una nueva concepción de las funciones del Estado 
y una purificación de aquella iniciativa privada que lo necesita. 
Lo que reclama nuestra época es, por una parte, una iniciativa y 
una acción ciudadanas solidarias y socialmente responsables; y, por 
otra, el Estado posibilitador, en cuanto haga falta, de esa iniciativa y 
de esa acción, mediante la ayuda y el aporte de los bienes necesarios. 
Esta es, entiendo, la clave para construir una sociedad libre. 
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5. No es infrecuente que las palabras que expresan grandes prin-
cipios, a fuerza de ser manipuladas o utilizadas con visión estrecha, 
terminen por ser entendidas de modo incorrecto o vaciadas parcial-
mente de su significación plena; y no podemos negar que algo de esto 
ha ocurrido con la expresión «iniciativa privada». Son muchos los que 
la entienden hoy como perteneciente al mundo de las actividades mer-
cantiles y económicas o poco más. Y sin embargo, la iniciativa priva-
da abarca casi todos los campos de la actividad humana y constituye 
uno de los principios basilares de la recta organización de la sociedad. 
Urge, en consecuencia, devolver a la iniciativa privada todo su sen-
tido, para que, mejor conocida, sea más respetada. Si quisiera en 
pocas palabras mostrar el inmenso panorama que encierra y sus po-
tencialidades, la definiría como el conjunto de actividades en orden 
al bien común de la sociedad, que nacen de las energías de las perso-
nas y son sostenidas por las personas. 
Vista desde esta óptica -y sin caer en excesos panegíricos, que se-
rían tan injustos como perniciosos-, fácilmente se comprende que 
la iniciativa privada ha sido el gran motor del progreso de la socie-
dad. Las ciencias, las artes, el comercio, la industria, la cultura, las 
universidades y tantas cosas más han nacido de la iniciativa privada 
y de ella han recibido durante siglos la savia fecundante y la protec-
ción necesaria. 
La iniciativa privada no es el resultado de una circunstancia his-
tórica más o menos feliz, sino energía y actividad que nace de la ley 
natural. El principio de subsidiariedad, defendido reiteradamente por 
el Magisterio de la Iglesia y hoy aceptado incluso por ciertas corrien-
tes del socialismo liberal, no es otra cosa que la enseñanza y la defen-
sa de que la ley natural es el origen de la iniciativa privada y, por ello, 
su respeto es uno de los principios básicos de la recta organización 
de la sociedad. Pero si esto es así, no podemos entenderla más que 
como el resultado de la captación de la ley natural, que es orden que-
rido por Dios y, en consecuencia, como resultado de una recta concien-
cia ciudadana. Ciudadana, porque su finalidad es el bien común; rec-
ta conciencia, porque ha de ser resultado de la preocupación, no por 
el bien privado y personal, sino por el bien de los demás. En otras pa-
labras, ha de ser el resultado del amor a todos los hombres y de la 
decisión de afrontar -con todos los riesgos y sacrificios que ello com-
porta-, los problemas de la sociedad. 
La recta conciencia ciudadana comporta salir de sí mismo, de los 
límites de la propia vida personal, para proyectarse en la solución de 
los problemas sociales y en la promoción del bien común. Es ahí don-
de radica uno de los principales títulos de legitimidad -hay otros-
de la iniciativa privada, porque ser buen ciudadano no consiste en li-
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mitarse a cumplir las leyes o los deberes políticos cuando el Estado 
llama a cumplirlos. La buena ciudadanía es, sobre todo, la iniciativa, 
la positiva contribución con hechos al progreso de la sociedad y a la 
resolución de los problemas planteados. Es así como se abre esa am-
plia panorámica a que antes he hecho referencia: enseñanza, arte, cul-
tura, industria, comercio, promoción humana, deporte, descanso, cien-
cia, etc. 
Es tendencia enraizada distinguir -y la distinción es verdadera-, 
entre bien privado y bien común, a la vez que señalar a uno y otro 
como los campos respectivos de la iniciativa privada y de la acción 
estatal. Y en esto segundo es donde a mi juicio reside el fallo. La ini-
ciativa privada no es sólo ni principalmente la acción al servicio del 
bien privado. Su nobleza y su carácter fundante del principio de sub-
sidiariedad residen en su servicio al bien común, porque el bien co-
mún no es sólo fin del Estado, sino -y principalmente-, el fin de la 
sociedad, que por ley natural formamos todos. El bien común de la 
sociedad es nuestro bien; no hay problemas y dificultades, bienes o 
calamidades públicas que no nos afecten; la identidad de intereses 
con el resto de los hombres no permite que nos separe ninguna barrera. 
Es más, el bien común es, como fin propio de la sociedad, el víncu-
lo social básico que nos une; la sociedad es la unión de todos en esa 
tarea común. Se trata de comprender que, a nivel de nación o de co-
munidad internacional, ocurre lo mismo que en las sociedades me-
nores. Quienes se unen en una sociedad lo hacen para sacar adelante 
el bien común de esa sociedad; pues bien, lo que nos une a los ciuda-
danos es el bien común y la búsqueda del interés general. El titular 
del bien común y del interés general no es sólo el Estado, lo son prin-
cipalmente los ciudadanos y lo es, por consiguiente, la acción ciuda-
dana o iniciativa privada. La purificación de la iniciativa privada resi-
de sobre todo en que sus protagonistas mejoren su visión con el coli-
rio de la trascendentalidad de su misión: poner todas estas activida-
des al servicio del bien común de la sociedad. Cosa sencilla y prácti-
camente conseguida en las obras no lucrativas, en las que suelen lla-
marse obras sociales. 
Mucho más difícil, casi tarea de titanes es --como se comprende 
enseguida- hacer entender que las tareas lucrativas son y han de ser 
primariamente tareas al servicio del bien común y que el lucro obte-
nido no está sólo para el disfrute personal, sino también para el bien 
de la sociedad. En este punto confluyen dos aspectos que entiendo co-
mo de capital importancia. En primer lugar, que el egoísmo y el in-
terés -que conduce tantas veces a la injusticia- es lo que da el gol-
pe mortal a la iniciativa privada. En segundo término, y con ello nos 
elevamos a un plano superior, que la perfección de toda tarea huma-
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na -de acuerdo con la ley natural-, reside en que sea realizada en ser-
vicio de los hombres, en que se ordene al progreso de la sociedad. 
Responsabilidad social de la iniciativa privada y Estado garante 
y posibilitador de esa iniciativa me parecen los dos aspectos com-
plementarios para una sociedad auténticamente libre y solidaria. Li-
bre, porque la primacía se atribuye al verdadero protagonista de la 
vida social, que es la persona, y a su autonomía. Solidaria, porque la 
acción ciudadana se ordena al bien común, que es el bien de todos. 
6. Por eso decía antes que la libertad de enseñanza no puede que-
darse en una libertad meramente formal. Su garantía por parte del 
Estado postula la necesaria ayuda, su conversión en libertad real. 
Pienso que no entender esto, equivale a encerrarse -lo repito una vez 
más- en la falta de imaginación política a la que antes he aludido, 
cuando no constituye un ataque a la libertad de las conciencias y, en 
consecuencia, a la tarea de construir una sociedad en la libertad, en la 
justicia y en la solidaridad. 
